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			A Viri, Mariano y Juan


		


		
			Con la venia

			 

			El 20 de noviembre de 2011 la victoria electoral del Partido Popular era algo incuestionable; acaso se podía haber dudado de su magnitud, pero no de su signo. Nadie en su sano juicio podía albergar la remota esperanza de que el PSOE pudiera ganar las elecciones. La crisis económica había liquidado cualquier expectativa electoral del partido en el Gobierno. Las elecciones municipales y autonómicas del mes de mayo ya habían confirmado el vuelco. El Partido Popular había ganado en casi todas las Comunidades Autónomas y en la mayoría de las capitales de provincia. Por primera vez gobernábamos prácticamente todas las instituciones autonómicas y locales. Extremadura y Castilla-La Mancha estrenaban gobiernos del Partido Popular, lo mismo ocurría en importantes ciudades de Andalucía. Por si esto fuera poco, todas las encuestas anunciaban el triunfo del PP en las elecciones generales. Estaba muy claro que íbamos a gobernar España y que lo haríamos en unas condiciones muy difíciles. Una vez más se nos iba a otorgar la confianza para rescatar a España del paro y la desesperanza.

			Aquella victoria electoral suponía el reconocimiento a toda una vida dedicada a la política. Una gran satisfacción para mí y una pequeña compensación para las personas que durante todos esos años sufrieron las consecuencias de mi pertinaz vocación política: mi mujer, que siempre me apoyó incondicionalmente y que suplió con generosidad y sentido común mis innumerables ausencias familiares; mi padre, que al principio receló de mi vocación y cuya rectitud, sensatez y discreción siempre me acompañaron; mis hijos, mis hermanos, mis amigos... Todos sentíamos que por fin, después de no pocos reveses y contratiempos, culminaba con éxito una tarea que había comenzado muchos años antes. Aquellos esfuerzos, los sinsabores, las incomprensiones y alguna que otra deslealtad... todo venía a cobrar sentido aquella noche de noviembre de 2011. Tantas horas de trabajo, muchas ocasiones hurtadas a la familia, los disgustos que tantas veces se llevaron sin estar acostumbrados como yo a las servidumbres de la vida pública. En definitiva, una vida dedicada a la política y al Partido Popular culminaba con una inapelable y contundente victoria electoral. Se terminaba con éxito una etapa, la de líder de la oposición, y comenzaba otra muy distinta, la de Presidente del Gobierno de España.

			En mi intervención de aquella noche procuré ser prudente y conciliador. Sabía que nos enfrentábamos a la mayor crisis económica de la historia reciente y quería trasladar a todas las personas, también a las que no me habían votado, la necesidad de encontrar complicidad y comprensión ante la ingente tarea que teníamos por delante.

			Las campañas electorales constituyen el momento de mayor agresividad y polarización del debate político, el de la movilización máxima, en el que se pronuncian las frases más altisonantes, las acusaciones más hirientes, las descalificaciones más burdas. Pero todo ese lenguaje debería quedar enterrado la misma noche electoral. Una vez que los ciudadanos deciden y se pronuncian sobre sus preferencias no me parece saludable mantener esa atmósfera de enfrentamiento que a nada conduce. A partir del momento en que se abren las urnas y se conoce la voluntad de los ciudadanos se debe rebajar el grado de tensión del momento electoral y buscar acuerdos. Y quien mayor responsabilidad tiene en ello es el ganador. Sin embargo, cada vez más, asistimos a discursos políticos basados únicamente en la confrontación y no en la cooperación; ese constante maniqueísmo, ese exceso en la impostura para diferenciarnos del otro acaba derivando hacia una política estéril de campaña electoral permanente y extenuante.

			Además, cuando uno consigue una victoria tan abrumadora como aquella, con el 44 % de los votos y 16 puntos de ventaja sobre el rival inmediato, cualquier aspaviento o exageración no solo estaba de más, sino que constituía un gesto de escasa elegancia política.

			Habíamos ganado las elecciones después de mucho esfuerzo y mucho tesón, pero el futuro que se abría ante nosotros era cualquier cosa menos halagüeño. España estaba en una situación crítica. Hubo entonces quien se consolaba vaticinando que la gravedad de la crisis era tal que se iba a llevar por delante dos gobiernos: el del PSOE, que había sido castigado severamente por su gestión económica, y el del PP, que acababa de ganar las elecciones con una rotunda mayoría absoluta. Hubo también quien presumía de haber recomendado al Presidente Rodríguez Zapatero el adelanto electoral para evitarse el trago de asumir la petición del rescate soberano del país. En cualquier caso, fuera esta la razón principal o una más entre un nutrido grupo de consideraciones, lo cierto es que la situación del último Ejecutivo socialista era insostenible: a la crisis galopante se unía el descrédito general por haberse empeñado en el ciego voluntarismo de ignorar la gravedad de los hechos. Su propio partido recelaba de la gestión del Gobierno después del profundo viraje que había tenido que imprimir a su política en 2010 obligado por los socios europeos, y además se había demostrado incapaz de impulsar las reformas que pedía urgentemente la economía española.

			Probablemente la reforma más efectiva que acometió el Presidente Rodríguez Zapatero en su última etapa de gobierno fue la que pactó conmigo para incluir en la Constitución española el principio de estabilidad presupuestaria, que obligaba a todas las administraciones a comprometerse en la lucha por el equilibrio en sus cuentas. Aquella reforma del artículo 135 de la Carta Magna, que acordamos en tiempo récord y de la que ahora reniegan algunos de quienes la respaldaron, fue vital para poder embridar el galopante déficit público que nos encontramos al llegar al Gobierno. Hoy por hoy, ese artículo y la ley que hicimos posteriormente para desarrollarlo siguen siendo una garantía de que no se repitan desmanes similares en el futuro.

			La situación de España aquel noviembre de 2011 era extremadamente complicada, pero yo mantenía una razonable confianza; creía ser consciente de la magnitud del reto —luego se reveló mucho peor de lo que podía suponer— pero también de nuestras fortalezas para hacerle frente. Contaba con una sólida mayoría absoluta en ambas Cámaras que nos permitía sacar adelante las reformas con rapidez y eficacia; también tenía de mi parte el respaldo y el esfuerzo coordinado de la mayoría de las administraciones territoriales, que estaban gobernadas por el Partido Popular y que fueron fundamentales para lograr reconducir la situación de las cuentas públicas; gozaba de un conocimiento profundo de la realidad del país, que había recorrido de punta a punta en mis años de líder de la oposición, y acumulaba además una larga experiencia de gestión. Había sido Ministro de Administraciones Públicas, de Educación, Cultura y Deportes, de Interior y de Presidencia, así como Vicepresidente del Gobierno y su portavoz. Cuando llegué a la Presidencia del Gobierno había tenido la oportunidad de conocer en detalle la Administración Pública y algunos departamentos especialmente sensibles como el de Interior. Sabía cómo era el país que me había encomendado su gobierno, sabía cuál era la gravedad de las circunstancias, pero también su extraordinaria capacidad de recuperación y sabía cómo debía hacer frente a la responsabilidad que tenía ante mí. Tendría que actuar con determinación para adoptar las medidas necesarias para cambiar el rumbo del país, pero también con prudencia para valorar cuidadosamente las consecuencias de esas decisiones y con moderación para no generar más tensiones ni empeorar un clima social que ya estaba muy alterado por la crisis.

			Así pues, aquella fue una noche feliz, probablemente la última que viviría en mucho tiempo, porque a la mañana siguiente empezaron los problemas. Pensábamos que se nos había puesto al frente del Gobierno de España para afrontar la crisis económica, pero tuvimos que hacer mucho más que eso; nos tocó dirigir el país en uno de los periodos más difíciles de su reciente historia, y esa historia, o al menos mi visión de la misma, es la que el lector tiene entre sus manos.

			Este libro responde solo a la voluntad de contar mi historia y mis vivencias desde la responsabilidad que tenía encomendada durante unos años en los que nuestro país pudo haber quebrado, pudo haberse roto, pudo haber sufrido una severa merma en su sistema de protección social o incluso pudo haber vivido una seria crisis institucional por el relevo en la Jefatura del Estado. Todo pudo haber ocurrido, pero nada de ello sucedió.

			Es mi crónica personal de unos años difícilmente olvidables en los que España corrió serios riesgos y de cómo los viví desde la Presidencia del Gobierno. No he querido que, como me ha ocurrido en ocasiones durante mi vida política, otros hablen por mí o me atribuyan palabras que no he dicho. Después de haberlo valorado detenidamente, rectifiqué mis fundadas prevenciones contra esta incursión en el mundo de la escritura y llegué a la conclusión de que la responsabilidad de haber gobernado España me exigía también el deber de contar mi versión de esa parte de nuestra historia en común, un periodo del que se puede decir cualquier cosa menos que haya sido intrascendente. Otras personas podrán tener una perspectiva de los hechos que aquí se narran muy distante de la mía e igualmente respetable, pero si alguien quiere conocer mi versión y mis razones, las encontrará en estas páginas. Así es como yo lo vi y como yo lo viví.

			Habrá quien eche en falta referencias a algún episodio concreto de su interés, pero asumo ese riesgo desde el primer momento porque la memoria es selectiva y subjetiva. Durante el proceso de elaboración de este libro, conversando con amigos y colaboradores, he podido comprobar de qué forma tan personal vamos recabando los elementos que conforman nuestra memoria. Recordando hechos importantes, momentos decisivos que habíamos compartido varios de nosotros, cada uno era capaz de aportar un detalle distinto que a los demás nos había pasado inadvertido y, por tanto, habíamos olvidado. Uno recordaba una conversación o una frase a la que los demás no habían prestado atención, otro era capaz de describir con precisión un gesto o cualquier otro detalle de color; cada cual tenía su propia versión y su particular recuerdo de un mismo hecho común para todos.

			Son, pues, los recuerdos de mis vivencias, con toda la carga de subjetividad que ese concepto entraña, aunque también he intentado mantener el principio que me ha guiado en toda mi vida política: establecer prioridades y dedicarme a lo importante. Los hechos más decisivos de mis años de gobierno.

			Probablemente sería inmisericorde y cruel para con el lector glosar aquí en detalle todas las reformas que impulsamos desde el Gobierno; tampoco creo que esa avalancha de información pudiera servir para tener una perspectiva real de lo que significaron aquellos años. En todo caso, esas reformas figuran en el Boletín Oficial del Estado y sus innegables resultados en todas las estadísticas que se quiera consultar. Mi intención no es tanto contar los hechos objetivos como compartir los detalles que explican esos hechos, intentar trasladar las dificultades que nos encontramos, recordar el ambiente que se vivía, glosar algunas conversaciones que fueron importantes y perfilar así el cúmulo de circunstancias que me aconsejaba tomar decisiones en un sentido u otro.

			Como todo el mundo puede entender fácilmente, la economía ocupa una parte muy sustancial de este libro. Durante mucho tiempo se me recriminó que hablara mayoritariamente de ella y es posible que ahora alguien lo vuelva a criticar. Pero la economía y el empleo no dejan de estar entre los asuntos que más preocupan a los españoles según declaran ellos mismos cada vez que se les pregunta. Cuando hablamos de economía hablamos de tener un empleo, de cobrar las deudas, de conseguir financiación, de poder mantener abierto el negocio familiar o de tener que cerrarlo definitivamente. Yo hablaba de este asunto porque a mí la gente me abordaba para comentar sus problemas económicos en todas partes, incluso hasta cuando me estaba bañando en la playa. ¡Claro que importa!

			Por otra parte, lo que ha hecho el conjunto de la sociedad española durante estos años ha sido tan admirable que merece ser recordado y contado como acaso no se contó en el momento de los hechos o con la perspectiva que entonces no se tenía. A nosotros nos tocó la labor de dirigir ese esfuerzo conjunto desde el Gobierno y para ello era preciso abordar un profundo saneamiento de la economía española. Lo logramos gracias a la acción coordinada en todos los ámbitos económicos, pero principalmente gracias a cuatro elementos decisivos: la reducción del déficit público, la reestructuración del sistema financiero, la reforma laboral y la decisión de no pedir el rescate soberano. Cada una de estas piezas fue imprescindible para salir de la crisis, por eso las cuatro figuran en este libro.

			La reducción del déficit, la más ingrata de todas las tareas que tuvimos que acometer en este tiempo, fue decisiva para recuperar la credibilidad perdida ante los mercados internacionales, ante nuestros socios y ante los propios españoles, que merecían tener confianza en su país y en el futuro de los servicios públicos esenciales. Intentamos hacerlo de manera equilibrada, repartiendo los costes de un empeño profundamente impopular. Tuvimos que subir los impuestos y reducir prácticamente todas las partidas de gasto, salvo las pensiones o las prestaciones por desempleo. En cualquier caso, lo más importante de esa reducción del déficit es que fuimos capaces de decidir por nosotros mismos qué partidas ajustábamos y cuáles no, qué impuestos teníamos que subir y cuáles nos resistimos a incrementar. Esa es la parte política del asunto: haber logrado una salida de la crisis sin romper las bases de nuestro sistema de protección social. Pudimos hacerlo porque mantuvimos nuestra soberanía económica. Fuimos nosotros, con el conocimiento que teníamos de nuestro país y de sus peculiaridades, los que decidimos cómo y dónde concentrábamos los esfuerzos.

			Pero todo ese trabajo habría sido baldío si no hubiéramos arreglado además aquella parte de nuestro sistema financiero que había contaminado la reputación del conjunto y que estaba provocando un auténtico colapso de la economía. Tuvimos que pedir a la Unión Europea una línea de crédito porque la situación de la economía española y de nuestras cuentas públicas hacía imposible que lo pudiéramos lograr por nuestros propios medios. Mucho se ha hablado de aquellas negociaciones que, pese a todas sus dificultades e incomprensiones, concluyeron con un acuerdo que abriría el camino a la construcción de la Unión Bancaria Europea. Sin duda, aunque solo fuera por los dolores de cabeza y las horas de difíciles conversaciones que tuvimos que dedicarle, bien merece dicho episodio un comentario en este libro.

			El tercer elemento que cimentó nuestra recuperación fueron las reformas para ganar competitividad y, por encima de todas ellas, la reforma laboral. Poco se puede decir de ella más significativo que sus resultados. Acaso merezca la pena destacar en relación con este asunto que, a pesar de las dos huelgas generales que los sindicatos convocaron contra mi Gobierno, yo nunca renuncié al diálogo con los agentes sociales y gracias a ello pudimos cerrar acuerdos positivos, especialmente para los cientos de miles de personas que entonces carecían de un empleo y que hoy disfrutan de una situación muy diferente.

			Mientras todo esto sucedía en España, en Europa también librábamos una batalla por reforzar la arquitectura del euro, cuyas limitaciones había dejado al descubierto la devastadora crisis económica. No es posible olvidar aquellos Consejos Europeos que se prolongaban hasta altas horas de la madrugada buscando —realmente imaginando— soluciones admisibles para todos frente a problemas que en muchos momentos parecían superar nuestra capacidad de reacción. Hubo plantes, discusiones, malentendidos y recelos, pero por encima de todo prevaleció la responsabilidad de evitar que la crisis se llevara por delante el proyecto europeo. Frente a todas las dudas y los pronósticos más sombríos que entonces se hacían, el euro no solo sobrevivió a la crisis sino que salió más reforzado ya que hoy contamos con mecanismos de previsión e intervención inexistentes hace unos años. Es cierto que la economía ha dejado de ser la mayor preocupación de los ciudadanos europeos —no tanto para los españoles—, pero ahora Europa y sus instituciones están obligadas a dar una respuesta a la resaca política de aquella crisis. De cómo abordemos cuestiones como la inmigración, la seguridad o la competitividad de nuestras economías dependerán nuestro bienestar futuro y la propia existencia de la Unión.

			A la hora de repasar los años en La Moncloa es obligado dedicar alguna reflexión al fenómeno de la fragmentación política, que no es exclusivo de España. También merece la pena detenerse con cierto detalle en alguna de sus causas, como la corrupción, en lo que ha sido su principal consecuencia, la inestabilidad política, y en las distintas maneras de responder ante el fenómeno: unos ofrecimos pactos y otros prefirieron cerrarse en posiciones maximalistas o intransigentes y forzar una moción de censura que no ha servido para mejorar la estabilidad del país. Los promotores y socios de aquel episodio no han sido capaces, hasta el momento de escribir estas líneas, de ofrecer a los ciudadanos ni un proyecto coherente ni un horizonte de estabilidad. Y esto, más que una opinión, resulta un hecho objetivo.

			Como no podía ser de otra manera, el otro asunto que, junto a la economía, merece la mayor atención en esta crónica personal de mi tiempo en la Presidencia del Gobierno es la cuestión de Cataluña. Un colaborador cercano suele decir que en menos de siete años nos tocó defender en dos ocasiones la soberanía nacional: la primera vez al evitar el rescate soberano y la segunda al aplicar el artículo 155 de la Constitución. Dicho así puede sonar algo jactancioso, pero así lo percibí yo. No ignoro que mucha gente discrepa de ese planteamiento y cree que la respuesta del Gobierno no fue satisfactoria o suficientemente contundente, ni se me escapa que algunos de los más feroces críticos de hoy fueron encendidos defensores de la medida en el momento en que esta se adoptó y de la manera en que se hizo. En un asunto de tanta trascendencia, que ha tocado de forma tan profunda la fibra ciudadana de cada uno de nosotros, son lógicas las diferencias de opinión; cada cual tiene su particular manera de ver el asunto y probablemente nadie la cambiará por lo que yo pueda decir en este libro. Pero sí creo que, a la hora de formar criterio, puedan hacerlo conociendo también mi testimonio de primera mano sobre aquellos hechos que ya figuran para siempre en la historia de nuestro país.

			Figuran también en esta crónica personal hechos indudablemente históricos que acontecieron durante mi gobierno. Me refiero a la disolución de la banda terrorista ETA y al relevo en la Jefatura del Estado. Hoy, con los pocos años pasados desde entonces, ambos se evocan con un aroma de normalidad que podría confundirse erróneamente con la irrelevancia, pero nada más lejos de la realidad. La desaparición de ETA, sin que la banda terrorista hubiera logrado ninguno de los objetivos por los que asesinó durante décadas a tantos españoles, es la gran victoria histórica de nuestra democracia frente al terror. Por ello discrepo profundamente de aquellos que cuestionan o ponen en duda esa inapelable victoria. Al menos bajo mi mandato no tuvieron ni el derecho a ser escuchados en ningún tipo de negociación, conversación o toma de contacto. Nada tenía que hablar con ellos y nada hablé. Hoy ETA ha dejado de existir y eso nos debe congratular a todos, pero no debe haber lugar para el olvido. Del mismo modo que fuimos capaces de perseverar hasta lograr la derrota de la banda, hoy debemos mantener la determinación para garantizar que nadie reescriba la historia de aquellos años, para que la infamia siga siendo infamia, el crimen, crimen, y las víctimas, un permanente objeto de homenaje y reconocimiento.

			La abdicación de Don Juan Carlos en la persona de su hijo el Rey Felipe VI tampoco admite dudas respecto a su carácter excepcional. Fue un hecho histórico por sus escasos precedentes. No hay más que repasar nuestra historia reciente para comprobar las escasísimas ocasiones en que un relevo de esta naturaleza no fue acompañado de circunstancias dramáticas o de profundas incertidumbres. También acredita su excepcionalidad la talla singular de las personas que lo protagonizaron. Don Juan Carlos y Don Felipe han demostrado suficientemente su responsabilidad y su vocación de servicio a España; cada uno con su propia personalidad y su manera de ser han contribuido de forma notable al éxito de nuestro país en todos los órdenes. Fue histórica también la pulcritud ejemplar con la que se llevó a cabo todo el proceso y la manera en que funcionaron nuestras instituciones democráticas en un momento en el que el clima social sufría grandes tensiones provocadas por la magnitud de la crisis económica.

			Esos son, entre otros, los grandes asuntos que se va a encontrar en el libro que tiene entre sus manos: recuerdos y vivencias contados de una forma personal que no pretende ser exhaustiva ni histórica. Lo que no hallará será el menor atisbo de resentimiento o la tentación de establecer ajustes de cuentas con el pasado y mucho menos con las personas. Nunca lo hice en mi vida política en activo y menos lo voy a hacer ahora que me he retirado de ella. Para mí ha sido un orgullo ser Presidente del Gobierno de España y no estoy dispuesto a permitir que nada empañe esa íntima y profunda satisfacción vital, mucho menos la nostalgia o el rencor. Cualquier reproche que pudiera tener contra determinadas personas se torna insignificante frente a la ingente cantidad de agradecimientos que debo consignar.

			Y entre esos agradecimientos tienen un lugar preferente todas las personas que formaron parte de mis gobiernos por su entrega y dedicación. Si no fue fácil para mí, tampoco lo fue para ellos. Probablemente habrán discrepado alguna vez de mis decisiones o no las habrán entendido en su totalidad. Es posible incluso que en alguna ocasión se hayan sentido incomprendidos y huérfanos de apoyo; pero si fue así, he de reconocer que de todos ellos solo recibí una lealtad incuestionable y una generosidad en el esfuerzo que siempre agradeceré. Nadie debe tener la tentación de hacer lecturas políticas de las presencias o las ausencias de unas personas u otras. No hay más motivo para ello que la obligada selección de temas por respeto al lector y a su paciencia, pero el agradecimiento es el mismo hacia todos ellos: los que figuran en el libro y los que se han podido quedar fuera.

			Lo mismo puedo decir de tantos dirigentes territoriales del Partido Popular que desde las Corporaciones Locales o las Comunidades Autónomas pusieron lo mejor de sus capacidades y de su inteligencia al servicio de su país en una situación dificilísima. Todos ellos, cada uno en sus distintas responsabilidades, son protagonistas de los hechos que aquí se recogen. A todos sin excepción, así como a los diputados y senadores y eurodiputados que constituyeron un bloque de apoyo impagable en los momentos más difíciles, y muy especialmente a los militantes del Partido Popular, que dieron la cara en defensa de mi Gobierno y de mi persona en todos los rincones de España, les debo un agradecimiento infinito del que quiero dejar constancia desde el primer momento.

			Y a usted, amable lector, le pido paciencia y comprensión. La misma que tuvo durante los momentos más duros de nuestro mandato. Creo que la historia que recoge este libro, aunque sea yo quien la haya escrito, no es tanto una crónica personal como la historia de un éxito colectivo. La sociedad española supo sobreponerse a la crisis más aguda de su historia y a mí me cupo el honor y la responsabilidad de estar al frente de su gobierno durante esos años. A pesar de todas las dificultades, fue un privilegio y una satisfacción servir a mi país y dejarlo en una situación mucho mejor que la que yo me encontré. Una España mejor.


		


		
			1

			Dedicado a la política

			Somos un partido de centro. ¿Y esto qué quiere decir? Quiere decir que nosotros no arrastramos doctrinas ni orejeras. Que no tenemos ideas preconcebidas sobre las cosas. Que huimos de cualquier radicalismo. Y que entendemos la acción política desde la moderación, el diálogo y la convivencia.

			El centrismo no es una ideología; no es una doctrina política. El centrismo es una voluntad. La voluntad de evitar cualquier exageración. La voluntad de sacar el mejor partido de las cosas sin prejuicios doctrinarios. La voluntad de sintonizar con los deseos y las necesidades reales del pueblo español, que es fundamentalmente moderado y rechaza todo extremismo porque lo entiende como una mezcla de insensatez y de ineficacia.

			21 de junio de 2008

			(Intervención de Proclamación del Candidato,

			XVI Congreso del PP, Valencia)

			EL OFICIO DEL POLÍTICO


			Es indudable que no llegué a la Presidencia del Gobierno en 2011 por casualidad; probablemente mi carrera política haya sido la más extensa que haya tenido cualquier Presidente del Gobierno de España en este periodo democrático. Si eso es bueno o malo, cada cual tendrá su particular opinión. Yo estoy íntimamente convencido de que esa dilatada carrera política y la experiencia que fui acumulando en cada una de las responsabilidades que me fueron encomendadas a lo largo de los años me resultaron de gran ayuda para gestionar las dificultades a las que luego habría de enfrentarme en el Gobierno de la Nación.

			Y es que la política no solo consiste en contar con un bagaje ideológico y en defender tus ideas; eso es imprescindible pero no suficiente si no se acaba plasmando en hechos. Lo más reconfortante de la política es poder transformar la realidad a partir de esas ideas. Hacer cosas, aunque sean pequeñas, que ayuden a que pueda prosperar la vida de tus compatriotas, ya sea en una pequeña Diputación Provincial, en un Ayuntamiento o en el Gobierno de la Nación; eso es lo que convierte a la política en algo apasionante. Al fin y a la postre, eso es lo que da sentido a todo el esfuerzo; es lo que queda cuando las incontables contingencias cotidianas se han esfumado.

			Durante el tiempo en que presidí el Partido Popular me gustaba inaugurar los cursos políticos cada mes de septiembre en Pontevedra, en el Castillo de Soutomaior. Es un paraje histórico, con una vegetación espectacular de cedros, castaños, magnolios y camelios, donde se alza un castillo del siglo XII cuya restauración acometió la Diputación de Pontevedra durante mi mandato. Volver por allí cada año al final del vera no era una satisfacción especial que en más de una ocasión se veía completada por la presencia de parejas de novios que habían escogido el castillo como escenario de su boda. El complejo está hoy plenamente consolidado. Otros responsables de la Diputación vinieron después a añadir nuevas funciones al castillo, que sigue siendo un lugar de referencia en la zona de las Rías Baixas, aunque ya no de los inicios de curso político del Partido Popular, porque la llegada al Gobierno de la Diputación del Partido Socialista trajo consigo que tuviéramos que abandonar aquel entorno para nosotros tan querido.

			Luego he tenido la oportunidad de hacer muchas más cosas en la vida pública y alguna de ellas figura en este libro, pero he querido recordar el Castillo de Soutomaior y su recuperación para el uso público porque creo que cualquier persona que se haya dedicado a la política puede sentirse reflejada en la anécdota. No hace falta llegar a la Presidencia del Gobierno para hacer cosas útiles por la sociedad; desde una modesta Diputación o desde una concejalía de las miles que hay en España, mucha gente trabaja día a día por mejorar la vida de sus vecinos. Estoy convencido de que todos ellos, al comprobar el resultado de sus esfuerzos, pueden entender y compartir conmigo esa íntima satisfacción que yo experimentaba cada verano al volver a contemplar el perfil imponente del castillo convertido en un elemento indispensable del patrimonio histórico y cultural de Pontevedra y en un lugar para el disfrute de la gente.

			La política necesariamente está forjada en las convicciones, convicciones que todos tenemos y que en algunos casos nos llevan a comprometer nuestros esfuerzos y nuestra dedicación exclusiva a esa causa. Pero la política también debe ser gestión, resultados, progreso real, avance. De otro modo se convierte en un cascarón vacío, en algo estéril o, lo que es peor, en el campo abonado para la demagogia. Nunca he compartido la carga peyorativa que se adjudica a los términos «gestor» o «tecnócrata». Pareciera sugerir que los gestores o los tecnócratas se definieran por su falta de convicciones o su escepticismo: «Usted es un tecnócrata, usted no tiene principios». Ese planteamiento, que subyace en multitud de razonamientos que he escuchado y leído a lo largo de estos años, sería el reverso de otro cliché similar e igualmente desdeñoso como es el de vincular el término «político» a la distancia, la falta de sinceridad o las marrullerías; ese despectivo «no me seas político». Tan falto de razón y tan injusto es un caso como el otro.

			Los denostados tecnócratas, que tan grandes favores le han hecho a la historia de nuestro país, si por algo se caracterizan es por su capacidad para transformar las convicciones en realidades en la medida de lo posible; eso es tanto como admitir que sus convicciones nunca son satisfechas de forma absoluta. Esa tensión entre los objetivos absolutos y los logros relativos, entre los propósitos con mayúscula y las realidades en minúscula, es la que define la madurez de la política.

			El gobernante debe moverse por sus ideales, pero de igual manera ha de someterse al principio de realidad. Esa es una ley de hierro. En la política y en todos los órdenes de la vida es la realidad la que te enseña a ser humilde, la que en tantas ocasiones te obliga a comerte tus propias palabras, la que te pone límites, la que obliga a actuar con prudencia y con responsabilidad.

			Cuando uno es concejal piensa que ojalá fuera alcalde o consejero autonómico para poder hacer todo aquello que desde su concejalía se percibe como inalcanzable. Cuando se llega a consejero los lamentos son porque el todopoderoso ministro no atiende las justificadísimas demandas que se le han hecho llegar. El ministro, por su parte, suele vivir angustiado entre los límites que le impone Hacienda y las instrucciones del presidente. Y este finalmente acaba preguntándose en su despacho por qué diablos no acaba de salir adelante aquello que ha encargado hace semanas.

			Más allá de la caricatura, lo que pretendo decir es que el ejercicio del poder en las sociedades democráticas supone en la mayoría de las ocasiones una pugna permanente por romper inercias, arbitrar acuerdos y buscar soluciones a problemas insospechados. Y en esa lucha entre el éxito y el fracaso siempre hay algo nuevo que aprender.

			Cuando me encargaron la dirección de la campaña electoral que concluyó en la primera victoria en las urnas del Partido Popular en el año 1996 yo estaba convencido de que sabía casi todo de la política. Luego, cuando José M.ª Aznar me nombró Ministro de Administraciones Públicas, descubrí que todo aquello que había aprendido en el partido, incluso la experiencia de mi etapa en la Xunta de Galicia, debía ser compensado y matizado desde la perspectiva del Gobierno de la Nación. Lo mismo podría decir después de nuestra salida del Gobierno en el año 2004: entonces ya había gestionado varios ministerios y la vicepresidencia, aparentemente no había nada de la Administración que me pudiera resultar ajeno o desconocido. Sin embargo tuve que dedicarme con toda intensidad a estudiar cosas que desconocía de la labor de gobierno y a recorrer España de arriba abajo para afianzar la gran estructura territorial del Partido Popular.

			Aquellos ocho años como líder de la oposición constituyeron un aprendizaje impagable: estudié muchísima economía, aprendí de las fortalezas de mi partido, de las distintas formas de ver y practicar la política en España y, también, de mis propios errores. En definitiva, aquellos años de oposición me hicieron mucho mejor político de lo que había sido antes, me dieron más bagaje, más experiencia, más habilidades para ejercer la gobernación de mi país. Por eso estoy convencido de que cada cargo público u orgánico que desempeñé me aportó nuevas lecciones sobre la condición humana y la propia manera de ser; lecciones que me ayudaron a crecer como persona y a mejorar mi talento, poco o mucho, para servir a mi país.

			Como es lógico, una carrera tan larga como la mía también revela una profunda devoción por la política, por todas las dimensiones de la política: la del ruido de las campañas electorales y la de la administración sosegada de las cosas, la del contacto directo con la gente y la representación de esa misma gente en las instituciones, la de la competencia y la del pacto. Aun en los momentos de mayores dificultades, he disfrutado enormemente de la vida política, a base de conocerla y practicarla.

			UNA VOCACIÓN SOBREVENIDA


			A lo largo de todos estos años me han preguntado en varias ocasiones por qué me dediqué a la política o en qué momento se despertó mi vocación. Y nunca me ha sido fácil encontrar la respuesta porque, a diferencia de otras personas, yo no he sentido eso que se suele denominar una «llamada vocacional». Me acerqué a la política de forma accidental, y poco a poco, casi sin quererlo, me fui vinculando de una manera cada vez más intensa hasta hacer de ello una parte fundamental de mi vida.

			Algo influyó en esta vocación no planificada el recuerdo de mi abuelo, Enrique Rajoy Leloup, concejal en Santiago y artífice principal, junto con Alexandre Bóveda, de la redacción del primer Estatuto de Autonomía de Galicia allá por el año 1936. Bóveda fue fusilado al inicio de la Guerra Civil y mi abuelo, al que la sublevación de Franco le pilló en un tren camino de Madrid, a donde se dirigía para entregar al Presidente de la República los nombramientos del primer Gobierno Autonómico de Galicia, en el que él mismo ocupaba la cartera de Justicia, fue expulsado de la universidad y suspendido en el ejercicio de la abogacía. Tal vez por eso mi padre nunca habló demasiado en casa de la vida política del abuelo. A él le conocí cuando ya era muy mayor y tampoco se refería demasiado a aquel tiempo; en consecuencia, no se les puede acusar ni a uno ni a otro de haber alimentado mi interés por la actividad pública.

			De hecho, a mi padre no le gustaron nada mis primeros coqueteos con la política e intentó conducirme de vuelta al camino del registro. Lo hizo como siempre hacía las cosas: con serenidad, argumentando sólidamente y mostrando la prevención que todas las personas ajenas a esta actividad tienen hacia ella. Como es evidente, no tuvo éxito. Nunca me he arrepentido de no haber seguido los prudentes consejos de mi padre en lo relativo a esta cuestión y creo que con el paso del tiempo él también celebró que no le hubiera hecho caso. Vivió conmigo todos los años en La Moncloa y pude disfrutar de su compañía, de su rectitud y de una elegancia muy personal con la que sabía poner una saludable distancia de los problemas, por graves que estos fueran.

			La historia de mi abuelo, aunque nadie hablara de ella en casa, determinó al menos una curiosidad inicial por ese mundo tan diferente al que supuestamente debía encaminarme una vez aprobadas mis oposiciones a registros, pero creo que el elemento más determinante para despertar mi vocación fue el momento histórico. Hoy la política puede parecer una actividad rutinaria, sin encanto y en demasiadas ocasiones desprestigiada, pero a finales de los 70 y principios de los 80, la política española era un motor de ilusión y una fuente inagotable de emociones. Salíamos de una larga dictadura y la democracia se estaba construyendo ante nuestros ojos entusiasmados. Hoy sigo pensando, como creía entonces con poco más de veinte años, que aquella fue una etapa fascinante, gestionada con generosidad y grandeza. Muchas personas de gran capacidad dieron en aquel momento un paso al frente, de forma totalmente altruista, para participar en una ilusionante tarea colectiva.

			España bullía con iniciativas de todo tipo, pero a diferencia de lo que hemos vivido después, el debate político se nos presentaba entonces como algo noble y atractivo, una disputa que se regía por códigos de caballeros y por un afán compartido en el que la prioridad no era la aniquilación del enemigo, sino el progreso del país. Probablemente aquel fue un momento histórico y absolutamente irrepetible que tuvimos la suerte de disfrutar las personas de mi generación. Por eso, cuando hoy veo y escucho a alguna gente criticar frívolamente lo que se hizo en España con la Constitución de 1978 pienso que se debe principalmente a que ellos no tuvieron la oportunidad de disfrutar aquel ambiente ni de experimentar la emoción de la política en un momento único en la historia de España; aquella ocasión irrepetible fue un lujo que a nosotros sí nos fue dado vivir en primera persona.

			Nadie va a poder recuperar nunca aquel momento por su naturaleza excepcional. Por fortuna, hoy no tenemos una democracia que conquistar ni estamos obligados a crear unas instituciones nuevas; las que tenemos son ejemplares y funcionan razonablemente bien. Pese a algunas dificultades importantes, nuestro futuro, felizmente, es mucho más previsible y ordenado de lo que era por aquel entonces; mucho más aburrido, entendiendo ese aburrimiento como el factor que según Montesquieu caracterizaba a los pueblos felices. Aquel momento de efervescencia pasó y no volverá a repetirse. Sin embargo, sí tenemos otros retos que ganar y ese debería ser el mejor antídoto contra cualquier tentación de caer en la melancolía. Hay miles de cosas por hacer y entre ellas deberíamos incluir la de devolver a la política un reconocimiento y un prestigio que le permitieran seguir siendo una actividad atractiva para los españoles.

			No pretendo decir que los políticos merezcamos un trato de favor ni que se nos dispense una confianza ciega, y menos aún pedir que se oculten nuestros errores y nuestras faltas. Nada de eso tiene sentido en una sociedad libre y abierta. Los políticos debemos estar sometidos necesariamente al escrutinio público y a la crítica. Debemos responder de nuestros actos y de nuestras conductas personales, pero no deberíamos ser tenidos por personas de inferior condición solo por el hecho de dedicarnos a esta actividad. ¿Quién va a querer dedicarse a la política cuando solo por ello se arrastra el estigma de persona sospechosa? ¿Qué profesional de éxito va a querer rebajar el prestigio de su imagen pública para someterlo al vapuleo diario con motivo o sin él? ¿Quién va a querer renunciar temporalmente a su profesión para dedicar algunos años al servicio de su país si esa experiencia deviene no en un mérito, sino en una rémora para recuperar luego su actividad privada?

			El asunto no es de ahora; hace ya unos años, en La civilización del espectáculo, Mario Vargas Llosa advirtió que «en nuestra época aquellos aspectos negativos de la vida política han sido magnificados a menudo de una manera exagerada e irresponsable por un periodismo amarillo, con el resultado de que la opinión pública ha llegado al convencimiento de que la política es un quehacer de personas amorales, ineficientes y propensas a la corrupción». Esta cita es del año 2012. Desde entonces, con el uso masivo de las redes sociales, las cosas no han mejorado.

			En multitud de ocasiones he escuchado argumentar que el problema de la política en España es que está muy mal pagada y que ello es la causa principal de nuestros problemas de corrupción. Discrepo de ese razonamiento. Es cierto que la política está mal pagada, particularmente los miembros del Gobierno, y que no debería ser así. Todavía recuerdo el respingo que dio el Primer Ministro británico David Cameron cuando en un debate sobre el presupuesto europeo le confesé mi sueldo como Presidente del Gobierno de España; tanto le impresionó que lo acabó comentando en su rueda de prensa. Pero más allá de esta anécdota, ni creo que el de los sueldos sea el principal problema de nuestra política ni creo que tenga nada que ver con los episodios de corrupción que se han producido. A mi juicio, el principal problema de la política, en España y fuera de ella, es su profunda pérdida de reputación.

			Probablemente los principales responsables de este fenómeno somos nosotros mismos, pero no los únicos. Más de un inquisidor de conductas ajenas ha acabado siendo víctima de los estándares imposibles dictados por su propia intransigencia. Todos en alguna medida hemos caído también en aquella perversión que denunció con brillantez Michael Ignatieff en Fuego y cenizas, las memorias de su vida política: la descalificación y destrucción personal del adversario para negarle el derecho a intervenir en el debate público. No se discuten las ideas, algo que es más laborioso y exigente: hay que estudiar, revisar datos, conocer los argumentos contrarios para rebatirlos, etc. Lo fácil es descalificar a quien las plantea y así liquidar cualquier posibilidad de debate racional. Este planteamiento conduce a que los políticos acaben —acabemos— siendo gente tonta, ridícula, mentirosa o perversa; en consecuencia, nada de lo que se dice en el ámbito político tendrá valor y nada de lo que pueda hacer será ponderado de forma ecuánime. Una vez instalados en esa deriva, ¿qué prestigio le queda a la política?, ¿a qué queda reducida? A una pugna teatral y estéril entre dos males, la descalificación y la propaganda.

			Este fenómeno presenta unas consecuencias perversas porque allí donde la política democrática pierde la confianza de sus ciudadanos nunca es sustituida por algo mejor. O llegan los populistas envueltos en engañosas banderas de regeneración o de justicia social, o florecen los gobernantes autoritarios que, prometiendo limpieza, lo primero que barren son los sistemas de control y rendición de cuentas ante los ciudadanos que constituyen el pilar básico de cualquier sistema democrático.

			Yo he tenido la suerte de conocer y disfrutar de aquella etapa de la vida de nuestro país en la que la política fue algo tan atractivo aunque no fuera un espectáculo mediático como lo es hoy. En mi juventud admiraba a aquellos personajes brillantes y responsables que afianzaron mi incipiente vocación política: eran el espejo en el que nos mirábamos todos. Hoy, tantos años después, se ha desvanecido el prestigio y el reconocimiento que una sociedad ilusionada tenía en la política.

			UNA MANERA DE VER ESPAÑA


			Cuando yo empecé a dar mis primeros pasos en la política, España bullía, y Galicia —mi tierra—, habitualmente tan sosegada, también se agitaba ante la recuperación de aquella autonomía que tantos sinsabores había acabado por traer a mi abuelo y a quienes con él redactaron el Estatuto de 1936. A mí, que había nacido en Santiago hacía solo veintiséis años y era nieto de uno de sus promotores, me resultaba casi imposible sustraerme a aquella efervescencia social. Todo estaba por hacer y todo se hizo: las instituciones se fueron conformando. El Parlamento, que inició sus sesiones en el Palacio de Gelmírez, cedido por el Arzobispado de Santiago, dejó de depender de la generosidad de la Iglesia para contar con su propia sede. También se decidió sobre la capitalidad, en un debate que finalizó a altas horas de la madrugada en medio de una polémica en la que incluso unos periodistas llegaron a las manos. Comenzó el proceso de transferencias, y la Xunta de Galicia pronto fue percibida como una institución con competencias propias y con una influencia decisiva en la vida de las personas.

			Recuerdo aquella etapa con mucho cariño y con enorme admiración por el nivel de muchos de los parlamentarios allí presentes. Haber asistido y participado en aquellos plenos, cuando tenía veintiséis años, fue para mí una escuela de política y de parlamentarismo del bueno, absolutamente inolvidable y que me marcaría para el futuro. Colaborar en la construcción de la autonomía gallega, además de constituir una íntima reivindicación de la figura de mi abuelo, me ayudó a valorar más las virtudes del modelo de Estado que consagra nuestra Constitución.

			Aunque llevo muchos años viviendo y trabajando en Madrid, nunca he olvidado mi época en la política gallega. Allí, en el Parlamento de Galicia, en el Ayuntamiento de Pontevedra, en la Diputación Provincial o en la Vicepresidencia de la Xunta, viví los nada fáciles inicios de la autonomía gallega y también de la historia del Partido Popular, e hice un magisterio en peripecias políticas de lo más accidentadas, incluida una moción de censura que me envió de vuelta al registro de la propiedad de Santa Pola. Curiosamente, muchos años más tarde, otra moción de censura me enviaría de nuevo a Santa Pola, que siempre me acogió con los brazos abiertos, con cariño y con respeto.

			En ambas ocasiones se trató de operaciones políticas urdidas al margen de la voluntad popular. Mociones legítimas, en cuanto se trata de un instrumento que figura en nuestra Constitución y en nuestro régimen parlamentario, pero escasamente edificantes. En ninguno de los dos casos el nuevo Gobierno fue mejor o más estable, tampoco estuvieron justificadas ni por interés general ni por la voluntad de los votantes. Recuerdo con cariño al entonces censurado Presidente de la Xunta de Galicia, Gerardo Fernández Albor. Era un galleguista convencido, un hombre que trabajó por la concordia y el consenso y que desempeñó un papel decisivo en los primeros tiempos de la autonomía de Galicia.

			Cuando Albor cumplió cien años el Gobierno de España le concedió la Medalla de Oro al Mérito en el Trabajo. Tuve el honor de entregarle la alta distinción en un acto que se celebró en Santiago de Compostela, en la Ciudad de la Cultura. Fue un día emocionante. Acudieron casi todos los que formaron parte de su Gobierno; entre ellos, José Luis Barreiro, quien muchos años antes había sido uno de los firmantes de la moción que lo censuró. Ambos se dieron un fuerte abrazo por primera vez en muchos años. Para quienes estábamos allí, y en especial para mí, fue lo más reconfortante de aquel día. El mejor final de una triste historia. Hoy, José Luis Barreiro escribe en las páginas de La Voz de Galicia —desde su bien ganada independencia— una de las columnas que analiza los avatares de la política nacional con mayor brillantez y agudeza.

			En aquella etapa de mi trayectoria política en Galicia también viví otras experiencias que me resultaron de gran utilidad en el futuro. Una muy relevante fue el proceso por el que el Partido Popular se consolidó como el gran partido del centro-derecha español, que llevó a mi ánimo la convicción de lo importante que es para un país disponer de grandes organizaciones partidarias y los aspectos negativos de una excesiva fragmentación de las fuerzas políticas.

			Un personaje imprescindible en aquel momento fue Manuel Fraga, quien sin duda se ha ganado un lugar en la historia. Fue Ministro y Vicepresidente del Gobierno de España. Fundó Alianza Popular y desempeñó un papel decisivo en la Transición. Refundó su partido, creó el Partido Popular y supo dar paso a una nueva generación. Más tarde, desde la Presidencia de la Xunta, hizo que Galicia viviera una de las mejores etapas de su historia.

			Fraga prestó grandes servicios a España. Uno de los más destacados fue la creación en el año 1989 del Partido Popular, que desde entonces y hasta hace poco tiempo ha aglutinado al conjunto del centro-derecha español. En Galicia siempre fuimos partidarios de aquella operación política, y en cierta manera pioneros. A principios de los años 80 ya integramos a una parte muy sustancial de la UCD, que estaba entonces en vías de desaparecer, pero que contaba con una excelente estructura en el territorio, algo fundamental para cualquier partido político. Recuerdo que en el año 1983, siendo yo candidato a la Presidencia de la Diputación de Pontevedra, incorporamos a nuestro proyecto y a nuestras listas electorales a una mayoría de alcaldes de la UCD, muchos de los cuales fueron elegidos además diputados provinciales. Esa operación política le permitió a mi partido ganar la Diputación Provincial y a mí presidirla. Si no lo hubiéramos hecho, las cosas no habrían ido así, y mi carrera política habría sido de otra manera. No sabemos cuál.

			Esa suma de esfuerzos y la confluencia en una única fuerza política, el Partido Popular, que desde entonces se hizo cada vez más grande, fueron muy positivas para el centro derecha español, que pasó a ser percibido como una alternativa real al Partido Socialista, en aquel tiempo casi invencible. También fue bueno para España porque facilitó el entendimiento con el otro gran partido nacional en los asuntos de Estado. No han sido pocas las discrepancias habidas entre el Partido Popular y el Partido Socialista, que se han alternado en los últimos años en el Gobierno de la Nación, y algunas de mucho calado; pero también es verdad que en lo que es esencial para el país, así como en la fijación de las reglas de juego, hubo en muchos casos acuerdos muy provechosos para el interés general. El proceso que se llevó a cabo con la sucesión en la Jefatura del Estado fue el último de ellos. Siempre he creído que el modelo de partidos que se constituyó en España después de la aprobación de la Constitución de 1978, muy similar al de los países más prósperos del mundo, basado en la existencia de dos grandes partidos que se turnaban de forma natural en la gobernación del país, fue el mejor para España, tal y como lo demuestra el extraordinario avance que la sociedad española experimentó en los últimos cuarenta años. De la misma manera, estoy persuadido de que la fragmentación política que vivimos hoy en nuestro país y en otros de nuestro entorno no ayuda ni a la gobernabilidad ni a la consecución de grandes consensos nacionales. Da la sensación de que a más partidos, menos acuerdos. A ello me referiré luego de forma más extensa.

			En Galicia, siendo un modesto dirigente de provincias, tuve ocasión de conocer a políticos de un gran nivel; entre otros, José Manuel Romay Beccaría, una persona elegante y de vasta cultura, que fue un brillante Ministro de Sanidad y Presidente del Consejo de Estado. También tuve la oportunidad de aprender algunas lecciones sobre cómo debe funcionar un partido, algo que me fue muy útil en mi trayectoria política posterior. Sufrí en mis propias carnes el tortuoso proceso para la elaboración de las listas electorales de la Coalición Popular,[1] por lo demás una idea muy respetable, y la arrogancia con que se nos trató en aquel momento a los dirigentes territoriales del partido. Se nos impusieron unos candidatos que —con alguna honrosa excepción— nada tenían que ver con nosotros, además de contar con escasos méritos para figurar en aquellas listas. También fui testigo —y de hecho sufrí— los numerosos ceses de dirigentes provinciales que habían sido elegidos en los Congresos del partido y de su sustitución por otras personas nombradas directamente desde ese concepto abstracto e indeterminado que se llama «Génova, 13», para los no iniciados, la sede del Partido Popular en la capital de España.

			Aprendí que un partido político que se precie no debe desdeñar la opinión de sus líderes territoriales. Es una máxima que desde entonces siempre seguí en mi trayectoria política, particularmente cuando fui Vicesecretario de Organización y Presidente de mi partido. Indudablemente existen unos principios generales que todos los miembros de una organización digna de tal nombre deben respetar, pero mi experiencia me dice también que nunca lleva a buen puerto imponer decisiones ya tomadas sin antes haber consultado, o al menos escuchado, a las organizaciones territoriales. Por lo que significan, estas merecen siempre respeto por parte de la dirección, respeto que se puede traducir en atender una llamada telefónica, en acercarse hasta la sede a explicar las decisiones o, simplemente, en dejar que la gente se desahogue cuando se le acaba de pedir algo que va contra sus intereses personales o territoriales. Pienso sinceramente que el Partido Popular ha llegado a ser una gran fuerza política porque siempre fue capaz de aunar la solidez de sus planteamientos fundamentales, que constituyen el tronco de nuestra organización, con la sensibilidad en las políticas territoriales, que son las manos con las que se alcanza el último rincón de la sociedad. Ambas son necesarias y deben ser cultivadas.

			Con esas experiencias a mis espaldas me incorporé a la dirección del nuevo Partido Popular que presidía José M.ª Aznar en el año 1990, primero como Vicesecretario de Acción Electoral y un año después como Vicesecretario de Organización. El objetivo de todos era hacer del PP una alternativa al socialismo, una alternativa creíble, que pudiera acceder al gobierno y aplicar unas políticas distintas a las de los socialistas que llevaban gobernando España desde 1982. Para conseguirlo, además de ocupar el espacio de la moderación, donde siempre se sitúan los españoles, era preciso fortalecer la estructura del partido, incorporar nuevos cuadros y aumentar la militancia, especialmente en zonas de España donde el monopolio político del PSOE parecía intocable.

			En esa etapa empecé a descubrir una de las grandes satisfacciones que me ha deparado la política, que no es otra que haber tenido la oportunidad de conocer mi país en profundidad y entender la grandeza que conforman todas sus enormes diferencias. No me resulta fácil explicar por qué he disfrutado tanto con mis viajes por España. En un caso podía ser por la sonoridad musical del nombre de algún pueblo; en otro, el descubrimiento de un paisaje insospechado, o una joya arqueológica, una empresa de tecnología puntera, incluso una comida singular. Hay mil maneras de descubrir lo que define a un país cuando se está predispuesto a ello. Y, por su puesto, siempre la gente, la gente explicando sus proyectos, sus historias personales, sus ambiciones o sus dificultades; en definitiva, su vida.

			Conocer España ha sido un privilegio y la oportunidad de entender que somos mucho más que un hecho histórico, político o constitucional. España es mucho más que un concepto, es un cuerpo vivo que late en cada uno de esos pequeños detalles que yo pude ir descubriendo en tantos años de viajes y que se percibe tanto en mi Santiago natal como en las tan españolas Ceuta y Melilla. Somos muy distintos, vivimos en lugares que apenas tienen que ver entre sí y nos comportamos de manera muy diferente: en algunas zonas somos ruidosos y bullangueros, en otras reconcentrados y serios, pero todos compartimos un mismo aliento social, una sensación de pertenencia, que no excluye ni resta sino que suma y enriquece; algo inasible, un sentimiento indefinible que hace que seamos y nos sintamos parte de una comunidad. Ni mejores ni peores, sencillamente partícipes y protagonistas de una misma realidad común.

			Aquel trabajo tan intenso y tan gratificante fue acompañado de resultados esperanzadores que nos indicaban que estábamos en la buena dirección. Tras las elecciones municipales y autonómicas del año 1991, el Partido Popular, además de aumentar sus apoyos de forma sensible y su presencia en las instituciones, llegó a gobernar en lugares tan emblemáticos como Madrid o Valencia, donde José María Álvarez del Manzano y Rita Barberá ganaron unas alcaldías que desde el principio de la democracia habían estado gestionadas por los socialistas. El buen hacer de aquellos primeros alcaldes y alcaldesas del Partido Popular, sus éxitos y su determinación por transformar sus respectivas ciudades constituyeron un activo de valor incalculable para nuestra formación política. Ellos eran la muestra de lo que la gente podía esperar de nosotros cuando nos confiaba la responsabilidad de gobernar y su ejemplo fue decisivo en el proceso de consolidación y crecimiento que nos llevaría a ganar en 1996 las elecciones generales.

			Yo me encargué de la dirección política de aquella campaña, como ya había hecho en las municipales y autonómicas del año 1995, las primeras que ganamos con claridad y donde el PP amplió notablemente su poder territorial con nuevas alcaldesas como Celia Villalobos en Málaga, Luisa Fernanda Rudi en Zaragoza, Teófila Martínez en Cádiz o Soledad Becerril en Sevilla. La campaña de las generales de 1996 transcurrió con muchísima tensión, porque aunque partíamos como favoritos, todos recordábamos la decepción de tres años atrás, cuando las encuestas habían fallado clamorosamente al pronosticar nuestra victoria. Pienso que en aquel triunfo influyó sin duda el desgaste de los socialistas, tras casi catorce años en el Gobierno de la Nación, pero también influyó el rigor de nuestro partido, la apuesta por los mejores y una decidida vocación centrista.

			Habíamos ganado las elecciones, pero estábamos muy lejos de la mayoría suficiente para sacar adelante una investidura. Se abrió entonces un proceso de negociación nada fácil con Coalición Canaria, Convergència i Unió y el Partido Nacionalista Vasco. No es este el momento de entrar en los detalles de aquella negociación, pero sí quiero recordar la claridad y la transparencia de aquel proceso. Fueron pactos para la estabilidad, pactos para una legislatura, pactos conocidos por la opinión pública, respetados y satisfechos por sus firmantes. Aquellos acuerdos en los que yo participé muy directamente, como miembro de la Comisión Negociadora del Partido Popular, y que permitieron una legislatura de gran avance para el conjunto del país, partían de una premisa de lealtad constitucional que años más tarde desapareció, algo de lo que hablaré en extensión en este mismo libro. En cualquier caso, yo defiendo los acuerdos, he negociado muchos a lo largo de mi vida política y creo que es lo natural entre quienes tenemos la representación de los ciudadanos.

			He negociado pactos de investidura y pactos presupuestarios con los nacionalistas; también he alcanzado importantes acuerdos con el Partido Socialista. Siempre he defendido y practicado que en los grandes asuntos de Estado el entendimiento entre PP y PSOE resulta indispensable. Desde la oposición participé activamente en la negociación del pacto autonómico en el año 1992 al encabezar la delegación del Partido Popular durante las conversaciones, de la que también formaron parte Jorge Fernández Díaz y Alberto Ruiz-Gallardón. Luego vendría el Pacto Antiterrorista, los grandes acuerdos en Política Exterior, Seguridad y Defensa y algunos otros que se repasan en este libro.

			Siempre he defendido que los grandes temas que afectan a la nación tienen que ser acordados por sus principales fuerzas políticas; eso es lo que garantiza la estabilidad, la buena convivencia y el avance de una sociedad. Por el contrario, la tensión que se traslada a los ciudadanos cuando las reglas de juego son sometidas a la disputa partidaria o cuando los consensos básicos se rompen genera una polarización indeseable y un clima político tóxico. Hay ejemplos suficientes en nuestra historia reciente de ambos casos, con resultados conocidos por todos.

			Una victoria electoral, aunque sea por mayoría absoluta, permite llevar adelante una acción de gobierno a partir de un programa político, pero no debe usarse para cuestionar el marco constitucional o liquidar los grandes consensos nacionales. En cuestiones de Estado no vale la pena forzar un cambio sin haber intentado un gran consenso previo. Por eso no quise imponer una reforma de la Ley Electoral por mayoría absoluta o aplicar el artículo 155 de la Constitución solo con los votos, entonces suficientes, de mi partido. Entiendo que haya quien pueda discrepar de este planteamiento, sobre todo en estos tiempos en los que discursos extremistas parecen ser los más útiles para triunfar en política, pero creo sinceramente que el buen gobernante no es el que tensiona a la sociedad ni el que atiende a las reclamaciones más ruidosas, sino el que es capaz de asumir que la mayoría de los ciudadanos son personas templadas de ánimo que tienen derecho a que sus políticos no les creen más problemas de los que tienen que afrontar en sus vidas cotidianas.

			EN EL GOBIERNO Y EN LA OPOSICIÓN


			Aquella primera legislatura del Gobierno de José M.ª Aznar fue una etapa provechosa para España; los pactos de investidura se cumplieron, generaron estabilidad y se revelaron muy útiles para abordar con eficacia los dos grandes retos de aquel periodo: superar la crisis económica y acceder a la moneda única desde el primer momento y en pie de igualdad con el resto de nuestros socios europeos. Nadie apostaba por ello ni dentro ni fuera, pero lo conseguimos. Aquello no solo supuso un éxito de gestión, con todos los beneficios que iba a traer a la economía del país. Fue sobre todo una inyección de autoestima para el conjunto de la sociedad española, tan poco dada a poner en valor sus propios éxitos. Habíamos dejado de ser aquella especie de pariente pobre que se había pasado años tratando de entrar en el club europeo y que merecía un trato ligeramente paternalista para participar desde el principio y como socio ejemplar en uno de sus proyectos más ambiciosos y exitosos, como es la moneda única.

			Siempre he intentado estar a la altura de las responsabilidades que me fueron encomendadas, que no fueron pocas ni fáciles. No es mi pretensión en este libro ahondar en lo que ha sido mi experiencia en el Gobierno antes de acceder a la Presidencia. Tan solo voy a recordar que, como Ministro de Administraciones Públicas, tuve que completar el proceso de transferencias a las Comunidades Autónomas, pero también aprobar la nada grata congelación del sueldo de los funcionarios, una medida que se demostró capital para reducir el déficit público hasta ese 3 % que nos permitió acceder al euro desde el primer momento. Conocí también, durante un breve periodo de tiempo, las peculiaridades del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, donde, como he dicho en alguna ocasión, algunos hablan mucho más de dinero que de cualquier otra cosa. Descubrí también que ese departamento exige dosis adicionales de mano izquierda, capacidad de diálogo y finura para entender la particular idiosincrasia del sector. Tienen un temperamento especial que se puede compartir o no, pero debe ser respetado y, en todo caso, atendido. De entre todas las políticas que entonces pusimos en marcha, recuerdo con especial satisfacción la creación de las Becas Séneca o la aprobación del Distrito Único Universitario.

			La relación con el mundo del deporte me resultó siempre muy cómoda y relajada, en primer lugar, porque soy un gran aficionado al deporte. Fútbol, atletismo, baloncesto, ciclismo, tenis... Me gustan todos los deportes, como me gusta leer el Marca, por más que este hecho parezca irritar extraordinariamente a algunas personas, que deben de ser muy restrictivas en sus lecturas. Siempre he pensado que la mayoría de los deportistas están hechos de una pasta especial. No piden nada, son gente muy disciplinada, con una enorme capacidad de trabajo y de sufrimiento. Cuando las cosas no salen como esperan no buscan excusas ni culpables ajenos, sino que se ponen a trabajar más duro para superarse en la próxima ocasión y lograr su meta. Esa disciplina física y mental, ese esfuerzo de superación, esa capacidad de sacrificarse por un objetivo y de asumir el fracaso como una parte natural de su actividad encarnan lo mejor de la naturaleza humana. Tal vez por ello los deportistas son capaces de emocionarnos tanto en sus éxitos como en sus derrotas.

			La gestión de aquel primer Gobierno del Partido Popular fue premiada en las siguientes elecciones con una rotunda mayoría absoluta. Paradójicamente, aquella previsible tranquilidad parlamentaria se vio retada con insistencia por un sinfín de dificultades y crisis a las que tuvimos que hacer frente. También cambió de forma considerable mi circunstancia personal a causa de mi nombramiento como Ministro del Interior. Fue una época terrible en la que ETA creyó que podría doblar el brazo a la democracia española llevando hasta límites casi insoportables su actividad criminal. Me resultó muy duro encajar aquella terrible sucesión de atentados, acudir a un funeral tras otro y tratar de confortar a familias destrozadas por aquella absoluta falta de piedad.

			Hoy, felizmente, ETA ya no existe, pero el Ministerio del Interior sigue siendo uno de los departamentos más exigentes para cualquier responsable político. Interior es el núcleo del Estado, su pura esencia, no en vano se llamó inicialmente Ministerio de la Gobernación. Todo acaba pasando por el palacete de la Castellana en Madrid: el yihadismo, la inmigración, las mafias, la violencia contra las mujeres, las grandes operaciones de tráfico, las nevadas o las elecciones. Todo acaba aterrizando sobre la mesa del Ministro del Interior. A mi juicio, es el departamento del Gobierno donde con más intensidad se siente el peso de la responsabilidad de una forma solo comparable a la Presidencia del Gobierno. Pero, en caso de necesidad, el ministro siempre puede descolgar el teléfono y llamar al presidente, mientras que este no tiene a nadie a quien llamar cuando las cosas se ponen feas.

			Ya desde la Vicepresidencia, también me tocó lidiar con dos asuntos particularmente complejos: la crisis de las «vacas locas» y el Prestige, cuyos hilillos de plastilina me han acompañado a lo largo de mi carrera política. Tengo para mi modesta (y admito que poco objetiva) opinión que aquella expresión tuvo tanto éxito entre mis críticos porque en lo fundamental, esto es, en la gestión de la crisis y las ayudas a los afectados, no hubo ni un solo motivo para la censura. Los hilillos, que me habrían hecho rico si hubiera cobrado derechos de autor, no fueron ningún obstáculo para completar una larga y satisfactoria carrera en la vida pública, pero sí me enseñaron que a un responsable político no le está permitido utilizar expresiones que otro portavoz de carácter técnico sí puede usar con toda normalidad y sin generar ningún tipo de polémica. En el caso de las «vacas locas» tuve la suerte de encontrarme a una autoridad en veterinaria particularmente dotado para la comunicación como era Juan José Badiola, que ejerció una labor fundamental para trasladar tranquilidad y confianza a la población. Esa feliz circunstancia no se repitió en el caso del Prestige. Recuerdo haber llamado por teléfono a Badiola y decirle: «Juanjo, ¡qué pena que tú no sepas de hidrocarburos!».

			También descubrí en aquellos días del Prestige, y en otros sucesos mucho más dramáticos que vinieron después, la cara más perversa de la política, aquella que sin el menor escrúpulo es capaz de emplearse a fondo para obtener rendimientos electorales de las desgracias o las catástrofes. Por el contrario, pienso que en un momento de crisis, de zozobra o de duelo nacional, lo peor que podemos hacer los políticos es enzarzarnos en batallas estériles y dividir a la sociedad. Cuando he tenido la responsabilidad de gestionar situaciones similares, he intentado siempre cultivar la unidad, informar a los grupos de oposición de la situación y tratar de ofrecer una respuesta conjunta que pudiera confortar a los ciudadanos. En el caso del Prestige no fue posible, pero también descubrimos que ese tipo de utilización del dolor como munición política no siempre rinde los resultados esperados. Poco tiempo después de aquella marea negra se celebraron elecciones municipales. El pueblo de Muxía se había convertido en el epicentro de la catástrofe ecológica, pero también en el lugar de la utilización partidista y mediática de las desgracias ajenas. No daré nombres. Con todo, no nos amedrentamos y defendimos nuestra gestión. Durante la campaña yo me empeñé en dar un mitin en el pabellón municipal a pesar de las advertencias y los llamamientos en contra. El recinto se llenó de gente. De nuevo confirmamos que los que más ruido hacen no suelen ser los más numerosos, solo los más alborotadores. La noche de las elecciones se ratificó esa impresión: el Partido Popular había ganado con mayoría absoluta. Algunos se pusieron de los nervios.

			Hubo en aquella legislatura momentos muy difíciles. No obstante, desde la distancia de los años pasados, pienso que en aquella segunda etapa de gobierno del Partido Popular se hizo una gestión eficaz y responsable, incluida una brillante y fructífera Presidencia de la Unión Europea, en unos momentos de gran inquietud social.

			Fui candidato a la Presidencia del Gobierno en el año 2004. Así lo decidió la Junta Directiva Nacional, como lo había hecho en su día con mi antecesor. El Partido Popular perdió aquellas elecciones. Nadie preveía ese resultado. Las terribles circunstancias en que se produjo, después del atentado más brutal que jamás había sufrido nuestro país, el dolor que vivía España por las víctimas y por sus familias, y la conmoción en que dejó sumido al Partido Popular eran circunstancias que componían un escenario desolador. Como cualquier persona razonable, consideré entonces la posibilidad de abandonar la política y enfocar mi futuro vital hacia otros derroteros, pero confieso que tardé poco en decidir lo que tenía que hacer; nunca me he arrepentido de haber seguido al frente del PP en aquel momento.

			Un factor determinante fue la responsabilidad: no me habría sentido bien conmigo mismo si hubiera abandonado a mi partido en lo que yo interpretaba que era una situación de desamparo. Hasta donde yo sé, tampoco nadie lo sugirió, y además estaba íntimamente convencido de que la derrota se había debido a unas circunstancias absolutamente excepcionales. En consecuencia, confiaba en que nos pudiéramos recuperar de aquella derrota y volver al Gobierno de España. Por eso presenté mi candidatura a la Presidencia del Partido Popular en el año 2004. Tuve el apoyo de la mayoría de los compromisarios asistentes al Congreso del partido, que clausuró Angela Merkel, quien todavía no era Canciller alemana y a la que había conocido un año antes, cuando mantuvimos un almuerzo en su despacho de líder de la oposición en el Bundestag. Con el paso de los años hemos logrado forjar una excelente relación que, además, me ha sido de mucha utilidad a lo largo de mi vida política.

			Así comenzó de modo efectivo el periodo de mi Presidencia del Partido Popular. En contra de las leyendas que se han contado por ahí, nadie me impuso nada e hice mis equipos con absoluta libertad. Yo quise mantener a muchas de las personas que habían desempeñado un papel destacado en la etapa anterior, como Javier Arenas, Jaime Mayor Oreja o Josep Piqué. También Alberto Ruiz-Gallardón y Miguel Arias Cañete, que más tarde formarían parte de mi primer Gobierno. Asimismo, incorporé a otras personas que habían estado en segundo plano y tuvieron la oportunidad de asumir mayores responsabilidades. Siempre he pensado que no se ganan amigos por la vía de la sustitución sino de la ampliación. Como responsable del Partido Popular me sentía partícipe y protagonista, aunque fuera parcial, de su historia, y mi responsabilidad era preservar ese legado e intentar enriquecerlo. No se trataba ni de deshacer lo hecho ni de renegar de ello, sino de seguir avanzando sobre el terreno que ya habíamos conquistado. A fin de cuentas, somos un partido conservador, alérgico a las revoluciones y defensor de la prudencia en todos los órdenes de la vida.

			Estoy muy agradecido a todos aquellos compañeros, singularmente al Secretario General, Ángel Acebes, que hizo una labor muy meritoria en circunstancias difíciles: lograron que el partido se sobrepusiera a numerosas dificultades y que se mantuviera unido. Supimos también ganarnos la confianza creciente de los ciudadanos, a pesar de lo desabrido que resultó el ambiente político en aquella primera legislatura de José Luis Rodríguez Zapatero.

			Aunque he llegado a tener una buena relación con mi antecesor en la Presidencia del Gobierno, no dejo de lamentar que durante su primer mandato rompiera dos acuerdos fundamentales para España: la unidad en la lucha contra ETA y el consenso frente a las pretensiones de ruptura de nuestra soberanía. Pasado el tiempo he llegado a la conclusión de que su objetivo principal no era malintencionado, pero sí creo que estaba muy equivocado: pensaba que podía resolver de forma casi mágica, con buena intención pero bastante ligereza, problemas de extraordinaria dificultad que arrastrábamos desde hacía décadas; problemas que no solo implicaban graves repercusiones constitucionales, sino que tocaban la fibra más profunda y sentimientos muy arraigados en la sociedad española.

			Hace ya tiempo que no hago juicios de intención sobre el comportamiento de otras personas y no voy a hacerlos sobre la estrategia política de Rodríguez Zapatero en relación con ambos asuntos, pero la forma en que los enfocó, sin querer contar para nada con el principal partido de la oposición, suponía una perversión política que cristalizó en el Pacto del Tinell, y que, precisamente por ello, los condenaba al fracaso.

			Desconozco si José Luis Rodríguez Zapatero se planteó continuar con esa misma agenda política en su segunda legislatura o tenía otros planes, pero lo cierto es que la devastadora crisis económica se llevó por delante cualquier proyecto político que hubiera podido planear. También ayudó la sólida posición del Partido Popular, que, a pesar de perder las elecciones de 2008, había ganado medio millón de votantes, y contábamos con un grupo parlamentario integrado por más de 150 diputados y 125 senadores.

			El hecho cierto es que la agenda de la nueva legislatura fue muy diferente. Incluso terminó con una reforma constitucional pactada entre PSOE y PP para incorporar el principio de estabilidad presupuestaria que acabarían asumiendo todos los socios europeos. También apoyamos al socialista Patxi López como presidente del Gobierno vasco a pesar del incidente tan desagradable que había protagonizado en la capilla ardiente de Isaías Carrasco en vísperas de las elecciones de 2008. Yo me había acercado a mostrar nuestras condolencias a la familia del concejal socialista asesinado por ETA. Habíamos hecho una consulta previa para evitar que nuestra presencia pudiera causar incomodidad a alguien. Pero a pesar de ello nos encontramos una extemporánea y destemplada recriminación pública del dirigente socialista vasco. Pasado el tiempo he preferido pensar que su reacción fue producto del dolor por aquel asesinato y que realmente no pensaba las cosas que nos dijo aquella noche. En cualquier caso, no dejé que aquel episodio influyera en mi decisión cuando tuvimos la oportunidad de desalojar al PNV del Gobierno vasco y hacer a Patxi López Lehendakari. Por aquel entonces aún no se habían puesto de moda en la política española los vetos personales que luego tanto se han estilado.

			El ambiente político en la segunda legislatura de José Luis Rodríguez Zapatero fue muy distinto al de la primera, y los populares también habíamos cambiado. No mucho, pero sí lo suficiente. Se ha hablado mucho del Congreso de Valencia de 2008 cuyos resultados fueron tan inequívocos que no justificaron la escandalera organizada previamente, pero sin duda fue un Congreso importante, tanto que diez años después se sigue hablando de él para buscar explicaciones de distintas estrategias o conductas personales.

			Alguna gente de mi partido —y alguna otra de fuera— consideraba que después de haber perdido las elecciones de 2008 debía retirarme. De hecho, esa misma noche electoral empezó a circular el rumor infundado de mi dimisión. Pero en mi opinión, los resultados electorales no justificaban esa renuncia. Había perdido, sí, pero el partido seguía creciendo y gozaba de una sólida posición: el 39,94 % de los votos y 154 escaños en el Congreso de los Diputados, lo que significaba liderar el partido de la oposición más fuerte de la historia democrática en España. Además, nadie se presentó contra mí; hubo todo tipo de movimientos, pero ninguna candidatura. Mis críticos, que tenían todo el derecho a disputarme la presidencia del partido ante los militantes, renunciaron a dar ese paso. Sin duda alguna, en esa decisión el tiempo les dio la razón porque desde entonces el PP ganó las elecciones durante diez años consecutivos. Lo que sí hicieron fue poner en marcha una gran campaña mediática para intentar forzar mi dimisión. La estrategia no era disputarme el Congreso, sino obligarme a renunciar y luego ya se vería quién acababa ocupando mi plaza.

			Aquel fue un proceso que, en aras de la prudencia, me limitaré a definir como singular. Cada semana comenzaba con una dimisión sonada o con una diatriba contra mi persona; incluso se llegó a convocar una manifestación ante la sede del partido para exigir mi renuncia. La crisis del PP se convirtió en una mina para los medios de comunicación; algunos —los menos— porque querían influir en su desenlace; la mayoría, sin embargo, no parecía tener más interés que explotar aquel auténtico filón de informaciones, filtraciones, conjuras y todo tipo de elementos similares.

			Lo cierto es que el Congreso lo iban a decidir los compromisarios que allí se daban cita, no otras personas. Y ese fue el terreno al que yo dediqué todos mis esfuerzos, recorrí todas las Comunidades Autónomas, me reuní con los presidentes provinciales y di la batalla en el campo en el que se decidía la cuestión. Yo partía con una ventaja: conocía mi partido como la palma de mi mano y además contaba con el apoyo de numerosos dirigentes territoriales que confiaron en mí y apostaron por mi continuidad: Javier Arenas y Paco Camps, que se volcaron en mi apoyo, pero también muchos otros como Juan Vicente Herrera, Alberto Núñez Feijóo, Pedro Sanz o Ramón Luis Valcárcel estuvieron conmigo. Creo que no lo hicieron por ningún interés especial, sino porque creían que era lo mejor para el partido y porque valoraron la importancia de mantener su unidad y su integridad.

			Así pues, cuando se inauguró el Congreso, solo quedaban dos incógnitas por despejar: el porcentaje de votos que iba a conseguir (fue casi el 85 % en una votación secreta) y las personas que iban a componer mi nueva ejecutiva cuyos nombres había guardado celosamente para que no fueran achicharrados en aquel ambiente de acoso político. Defendí mi candidatura con tres argumentos principales: me presentaba porque estaba convencido de poder ganar las próximas elecciones genera les, como de hecho ocurrió; añadí que mi candidatura era la que mejor podía garantizar la unidad del partido, y planteé que debíamos ser capaces de abrirnos más a la sociedad, romper el aislamiento en el que nos habían querido encerrar y abrir nuestra acción política a multitud de temas. No podíamos ser monotemáticos y debíamos estar dispuestos a hablar con todos: con el Gobierno de Rodríguez Zapatero y también con los nacionalistas. Teníamos unos principios que no habían cambiado ni iban a hacerlo, pero nuestro objetivo no podía ser recrearnos en esos principios sino convencer a más personas y sumarlas a nuestro proyecto. Se nos había caricaturizado como un partido duro e intransigente y debíamos romper este cliché.

			Así lo hicimos y ayudaron mucho las personas que entraron en la nueva dirección, como María Dolores de Cospedal, Secretaria General; Soraya Sáenz de Santamaría, Portavoz en el Congreso, o Esteban González Pons, Vicesecretario de Comunicación. Era gente joven que trabajó infatigablemente. Logramos entre todos, los jóvenes y los veteranos que allí seguíamos, construir una amplísima formación política. Años después, otros jóvenes valiosos se sumaron a ellos, me refiero a Fernando Martínez-Maíllo, Javier Maroto, Andrea Levy y Pablo Casado, el hoy Presidente Nacional de nuestro partido y la persona que a buen seguro será capaz de liderar el regreso del Partido Popular al Gobierno de España. Durante la década que siguió a aquel XVI Congreso, el Partido Popular ganó todas las elecciones de carácter nacional que se celebraron en España, generales, municipales y europeas; en ocasiones con mayorías amplísimas, en otras con victorias más cortas, pero siempre vencimos con claridad.
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